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Resol. Serie “B” N° 47
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los doce días del mes de mayo de dos mil veintiuno, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada en estos autos por el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, como Presidente, y los Dres. Eduardo José Ramón Llugdar y Ana Rosa Rodríguez, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con los Dres. Juan Carlos Storniolo y María Eugenia Carabajal, asistidos por la Secretaria Judicial Autorizante, Dra. Karina Chaud Nigro, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. 296/301 vta. del Expte. Nº 19.466 – Año 2019 – Autos: “Gonzalez Gerardo Alexis, Rodriguez Héctor Celestino s.d. Robo Calificado (art. 165 C.P.) e.p. Abraham Carrizo – Casación Criminal”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, y en segundo y tercer lugar, los Dres. Eduardo Federico Lopez Alzogaray y Ana Rosa Rodriguez, respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, los Dres. Juan Carlos Storniolo y María Eugenia Carabajal. 

El Sr. Vocal, Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, dijo:



Vistos:



Para resolver el Recurso de Casación obrante a fs. 307/309 interpuesto por la defensa técnica de Gerardo Alexis González en contra de la sentencia de la Excma. Cámara de Alzada en lo Penal, que rola a fs. 296/301 de fecha 04/06/19.  -----------------------------------------



Y Considerando:



I) Que la Dra. Andrea Blinder, defensora oficial de 2° Nominación en lo Penal de la Ciudad de Añatuya en ejercicio de la defensa técnica del Sr. González Alexis, interpone el Recurso de Casación, en contra de lo resuelto por la Excma. Cámara de Alzada en lo Penal que confirma en forma parcial la condena impuesta al encartado por el Tribunal oral sorteado en el Colegio de Jueces de Juicio Oral con fecha 19/03/18 (fs. 243/256).--------------------

II) En efecto, el Tribunal de Alzada confirmó la sentencia de condena conforme al encuadre típico-legal considerando al Sr. González como autor material y penalmente responsable del delito de Robo Calificado (art. 165 C.P.) en perjuicio de Abraham Carrizo, pero resolvió reducir la pena a 18 años de prisión de los 20 años que había fijado el Tribunal de Juicio Oral, ante el recurso de alzada que interpusiera en su oportunidad la defensa privada de González.--------------------------------------

Para ello, el Tribunal cuya sentencia se interpela por casación, entiende que no se encuentran controvertidos las cuestiones de tiempo y lugar donde acontecieron los hechos, como quien son indicados del ilícito habían ingresado al domicilio de la víctima con el fin de obtener una escopeta calibre 16 de un solo caño que por una relación previa que mantenían habían intercambiado y decidieron recuperarlo esa noche y que cuando Carrizo (la víctima) lo advierte cerca de tres de la madrugada se levanta de cama y González por la espalda le propina el primer golpe con una hacha que no impacta en su cuerpo pero queda su impronta marca en el piso de tierra de la galería donde aconteció el hecho, realizándose seguidamente un segundo golpe a la altura de la zona occipital de la cabeza de Carrizo con el canto del hacha, cayendo éste inconsciente, y se procede a sustraer la escopeta, unos estribos y  revisan los bolsillos de la víctima a fin de la posible existencia de dinero para luego,  proceder a la fuga en la motocicleta de González.

Resalta el Tribunal que los agravios de la defensa de González respecto a la sentencia de juicio oral, giraron en orden a la falta de valoración de prueba, o su valoración parcial como la desproporción en la determinación de la pena. En cuanto al primero de los agravios el tribunal consideró que lo referido por la defensa respecto a la introducción de análisis probatorio de declaración de González sin asistencia letrada frente personal policial, no fue tal ya que de los párrafos correspondiente a la sentencia de juicio oral se desprenden que solo fueron consideradas las realizadas en el IPP ante el juez de control y garantías y en el debate ante el tribunal de juicio, contando en ambos casos con asistencia letrada. De este modo, coincidió con el tribunal de alzada, con respaldo jurisprudencial, en que de ninguna  manera obsta a que  en la valoración probatoria, que da sustento a la teoría del caso, se incluya junto a otras probanzas la declaración del imputado para la determinación de la autoría y participación, las que fueron cotejadas con los testimonios de los oficiales de policía que intervinieron, con la de vecinos, psicólogos forenses, médicos forenses y otros elementos, lo que llevaron a juzgar con plena convicción el hecho y tener por acreditado la autoría material en cabeza del encartado en forma unánime.--------

En cuanto al tipo penal y cuantum punitivo, el Tribunal de Alzada sostuvo que los veinte años de prisión, se era compatible dentro del marco de tipicidad de la figura de robo calificado conforme al art. 165 del Código Penal. Sin embargo, si bien coincidió con la figura del tipo aplicado, decidió mediante un procedimiento metodológico al que calificó del más restrictivo, modificar el cuantum punitivo, reduciéndolo a 18 años.----

III) Contra dicha decisión, la Defensora Oficial en lo Penal de Añatuya interpuso recurso de casación, el que fue concedido a fs. 320/321 por el Tribunal de alzada. En el mismo argumenta que el recurso debe ser admitido, por ser sentencia definitiva que no es susceptible de reparación ulterior, citando el fallo “Casal Matías Eugenio y otros” de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y “Herrera Ulloa vs. Costa Rica” de la Corte interamericana de Derechos humanos. Respecto a los motivos en que intenta fundar la procedencia, argumenta como agravios que la resolución atacada al confirmar la condena impuesta por el tribunal de juicio, ha inobservado doctrina obligatoria a la que resulta obligatoria, no solo de principio de proporcionalidad y de derecho sustantivo aplicado sino también del debido proceso e inviolabilidad de la defensa de juicio, con el solo argumento  de que no se contempló la inexistencia de intención de desapoderamiento por parte de González, manteniéndose incólume el principio de inocencia, por lo que la sentencia es arbitraria, peticionando a este Tribunal de Casación una nueva sentencia que aplique una pena basada en la proporcionalidad y de acuerdo los principios de culpabilidad, por considerar que ha sido en ejercicio de una legítima defensa. ------------------------------------

IV) Se expide el Fiscal General del Ministerio Público a fs. 332/335 quien dictamina que el decisorio en revisión es congruente con la valoración de las pruebas rendidas en la causa y con sustento legal en la normativa vigente, siguiendo las reglas de la sana crítica racional, en la que coinciden en lo sustancial con lo resuelto por el Tribunal de Juicio Oral en cuanto al encuadre típico legal.  Además refiere que la aplicación de figura de legítima defensa no fue introducida en la etapa de revisión amplia de la sentencia (recurso de alzada), resultando transparente en esta instancia extraordinaria, proporcionando la declaración de inadmisibilidad del recurso impetrado ante la orfandad de los agravios.-------

V) Al respecto se coincide plenamente con el dictamen del Ministerio Público Fiscal, en que por el grado de pobreza técnica y argumentativa del recurso planteado debería fulminarse  con la inadmisibilidad, por incumplimiento de artículo previo referido a la imputabilidad objetiva, al no reunir mínimamente, la técnica recursiva mínima conforme a la exigencia de fundamentación establecida en la norma procesal, ya que solo hace referencia  a la observancia de doble conforme, la que ya se encuentran reunidas en las distintas instancias cumplidas del proceso, pero además, la mentada desproporción de la pena  y la falta de acreditación,  que un modo más que generalizado refiere en los agravios,  al contenido de la decisión interpelada para acusarla de arbitraria cae en la inexplicable contradicción que se incurre al solicitar a este tribunal de casación que aplique una pena más proporcional y por otro lado aludir a que no se aprobado en la causa que existan elementos probatorios que destruyan las pautas de principio de inocencia que protegen a su defendido como garantía constitucional.-------------------------------------------

A lo antes expresado, debe mencionarse que no es posible extraer del contenido del texto recursivo una sola crítica razonada a los argumentos dados por el tribunal, cuya sentencia impugna, ya que no menciona ningún pasaje del texto, ningún argumento de la motivación y procesos de fundamentación, del Tribunal de Alzada, que permita a esta Sala de Casación Penal del STJ verificar la existencia de los vicios que, de un modo escueto y generalizado, la defensa técnica señala como incurridos por el mismo. -----

En tercer lugar, asiste razón al Ministerio Público Fiscal cuando alude a que la cuestión de mención de legítima defensa, no ha sido introducida en tiempo oportuno en referencia a las etapas del proceso y solo la introduce como una mención tangencial extemporánea y no fundada, recién en el recurso de casación.----------------

VI) Pero a pesar de todo ello estamos transitando un Estado de derecho Constitucional en donde los postulados del debido proceso y las garantías Judiciales contempladas tanto por la Constitución Provincial, Nacional y los tratados Internacionales de Derechos Humanos, como el Pacto de San José de Costa Rica y el Pacto Internacional de derechos Civiles y Políticos, impele que no deba recaer en el imputado, las graves  falencias de la defensa técnica respecto a la eficiencia de la técnica recesiva empleada, cuando su deficiencia es manifiestamente notable, siendo que es deber del Estado garantizar el Derecho a la defensa en juicio de todos los ciudadanos bajo su jurisdicción, además que dicha obligación se hace más exigible, en cuanto a la eficiencia y efectividad, cuando es el mismo Estado el que asiste técnicamente al imputado, a través de los órganos pertinentes instituidos por su Constitución Política  (Defensoría Oficial del Ministerio Público) y teniendo en cuenta que el mismo Estado ejerce su poder punitivo persecutorio penal.---------------------------------------
En razón de ello la pobreza extrema que se revela en el contenido de la fundamentación del recurso de casación presentado, exige que la respuesta jurisdiccional no defina la suerte del proceso mediante salidas formales que puedan llevar a inobservar las propias garantías constitucionales domésticas establecidas, sino además la inobservancia de la defensa técnica efectiva exigida por el art. 8, inc. 2 letra “e” de la CADH al expresar que toda persona inculpada de delito tiene un derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley, y que ella no debe ser formal, sino  también material y/o sustancial, vinculada la eficacia de la misma, conforme los estándares establecidos por la CorteIDH.-------------------------------------------------

VII) En efecto, el respeto y la tutela de la dignidad Humana, ha sido preocupación constante, especialmente, desde mediados del siglo XX por parte de las distintas Naciones. Por ello han adoptado disposiciones, mediante un acuerdo generalizado de los países que integran la comunidad internacional, consistente en la normativización de los distintos instrumentos internacionales sobre derechos humanos, donde se encuentra incluida la consagración de las garantías judiciales de personas que sean requeridas por el poder sancionador del Estado, o a quién éste, haya vulnerado sus derechos como sujeto sometidos a su jurisdicción. Cunado en dicho contexto se involucra a las garantías judiciales, dicha obligación conlleva a que la esfera estatal deba proveer asistencia técnica en el proceso judicial, asegurando una efectiva tutela judicial, no solo en el proceso, sino también asegurando el acceso a la justicia a aquellos que por distintos motivos no puedan contar con un defensor de confianza particular. Sin embargo, para cumplir con los estándares mínimos al respecto, los Estados deben garantizar, en caso de ser necesario, el suministro de asistencia jurídica, como una obligación ineludible e inexcusable, configurándose la institución fundamental de la Defensa Pública. -----------------------

Para que ésta alcance las exigencias mínimas, debe cumplir una serie de requisitos, fijados por los principios optimizadores constitucionales y convencionales, acorde a las justas exigencias de bien común de una sociedad democrática que en lo especifico se traduce en un mínimo esfuerzo del defensor técnico, de satisfacer las cargas impuestas del proceso justo con eficiencia. Así lo resaltó la CSJN al sostener que: “en materia criminal, en la que se encuentran en juego los derechos esenciales de la libertad y el honor, deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente el ejercicio del derecho de defensa. La tutela de dicha garantía ha sido preocupación del Tribunal desde sus orígenes, en lo que se señaló que el ejercicio de la defensa debe ser cierto, de modo tal que quien sufre un proceso penal ha de ser provisto de un adecuado asesoramiento legal, al extremo de suplir su negligencia en la provisión de defensor asegurando, de ese modo, la realidad sustancial de la defensa en juicio (Fallos: 5:459; 192:152; 237:158; 255:91 y 311:2502, entre otros).-

También la CorteIDH, en el Caso Ruano Torres y Otros vs. El Salvador de septiembre de 2015 (entre otros), consideró que, para analizar si ha ocurrido una posible vulneración del derecho a la defensa por parte del Estado, tendrá que evaluar si la acción u omisión del defensor público constituyó una negligencia inexcusable o una falla manifiesta en el ejercicio de la defensa que tuvo o puede tener un efecto decisivo en contra de los intereses del imputado, agregando que nombrar a un defensor de oficio con el sólo objeto de cumplir con una formalidad procesal equivaldría a no contar con defensa técnica.--------------

Ello es lo que acontece en autos a partir de la notificación de la sentencia de la Excma. Cámara de Alzada de la Pcia., por lo que en dicho sentido y tal como se ha señalado la CSJN en la causa "Núñez” (Fallos: 327:5095), se simplificaría la problemática que condujo a la situación de indefensión planteada si se soslayara que el deber de garantizar a toda persona sometida a proceso penal un auténtico patrocinio como el exigido por el art. 18 de la Constitución Nacional, debiendo ser resguardada por los tribunales en  las instancias en que se adviertan tales circunstancias  correspondiendo salvar la insuficiencia de la asistencia técnica incurrida, y no esperar a que los tribunales de instancias anteriores procedan a enmendarlo. -----------------------------------

VIII) Por lo expuesto, corresponde anular lo actuado en esta instancia, debiéndose ordenar que la defensa técnica oficial, realice una nueva presentación del recurso observándose su fundamentación en forma, conforme las exigencias del art. 486 del C.P.C. Corr. de la Pcia., corriéndose posteriormente nueva vista al MPF., todo con conocimiento del Defensor General del Ministerio Público de la Pcia.---------------------------------------

Por lo expuesto, Doctrina y Jurisprudencia reseñada y oído el Fiscal General del Ministerio Público, Voto por: I) Anular todo lo actuado en esta instancia en el presente proceso por insuficiencia técnica en la fundamentación por parte del recurso presentado en representación del imputado condenado por la sentencia recurrida, (pauperis modo), que afecta su derecho a una defensa eficaz en juicio. II) En consecuencia, Ordénase a la Defensora Pública actuante a formular una nueva presentación del recurso de casación, debiendo observar su fundamentación en forma, conforme las exigencias del art. 486 del C.P.C.Corr. de la Pcia., en el plazo de diez días de notificada esta resolución, debiéndose posteriormente correr una nueva vista al MPF. Previo a ponerse nuevamente los autos para sentencia. III) Tome conocimiento de la presente resolución el Sr. Defensor General del Ministerio Público a los efectos que considere corresponder. Notifíquese.----------------------------------------------



A estas mismas cuestiones, el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, dijo:

          Y Vistos: 

Para resolver en los autos del epígrafe.--------

Y Considerando: 

I) Disiento respetuosamente con la decisión a la que arriba el Sr Vocal que me antecede en el orden, en tanto anula todo lo actuado en la instancia casatoria por considerar que existe insuficiencia técnica de fundamentación. Considero en cambio, que el recurso debe ser declarado inadmisible por los siguientes fundamentos:     



 II) Resolución Recurrida: A fs. 307/309 vta. obra recurso extraordinario de casación interpuesto por la Sra. Defensora de 2da Nom. en lo Penal de la Ciudad de Añatuya en ejercicio de la defensa técnica del Sr. Gerardo Alexis González, contra la resolución dictada por el Excmo. Tribunal de Alzada en lo Penal de fecha 04/06/2019 (fs. 296/301 vta.), que dispuso en su punto 1º “Hacer lugar parcialmente al recurso de alzada deducido por la defensa técnica y en merito a lo expuesto confirmar la sentencia de condena en cuanto al encuadre típico-legal considerando al Sr. Gerardo Alexis González, de condiciones personales obrantes en autos como autor material y penalmente responsable del delito de Robo Calificado (art. 165 C.P.) e.p. de Abraham Carrizo, y en su punto 2° Hacer lugar a la reducción de la pena solicitada por la defensa imponiendo al encartado una pena de prisión de dieciocho (18) años conforme a los fundamentos vertidos.-------------------------------------

 

La  sentencia del Tribunal de Juicio Oral, había resuelto en fecha 19/03/2018, condenar al imputado González a la pena de 20 años de prisión con costas y demás accesorias de ley, como autor material y penalmente responsable del delito de robo calificado (art. 165 del Código Penal) en perjuicio de Abraham Carrizo (Conf. fs. 243/256). ------------------------------------------------

 

III) Antecedentes del Caso: La causa de marras se inicia como consecuencia de un hecho acaecido el 24 de febrero de 2016 en la localidad de Vaca Nioj, zona rural de Icaño Depto. Avellaneda. El referido hecho se produjo cuando Abraham Carrizo que se encontraba durmiendo en su domicilio, se despierta cerca de las 03,00 hs. al advertir la presencia de Gerardo Alexis González y Héctor Celestino Rodríguez. Estas personas habían ingresado al domicilio de Carrizo con el propósito de sustraer una escopeta calibre 16, que con anterioridad intercambiaron y habían decidido recuperarla esa noche. Es así que cuando Carrizo se levanta de la cama,  González le propina un golpe con el canto del hacha en la zona occipital, cayendo desplomado e inconsciente, según pericia médica.  Que luego de ello, le sustraen la escopeta, unos estribos, le buscan dinero en los bolsillos y se dan a la fuga en un motovehículo de González.  Como consecuencia de esta violenta agresión el Sr. Abraham Carrizo posteriormente fallece.---------------

 

Esta conducta fue calificada en un primer momento como Homicidio Calificado por Alevosía y Criminis Causa.----------------------------------------------------

 

Finalizada la IPP, se llevó a cabo el debate oral en virtud del cual, en fecha 09 de  marzo de 2018, el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal por mayoría de votos resolvió condenar al prevenido Gerardo Alexis Gonzalez a la pena de 20 años de prisión por encontrarlo autor material y penalmente responsable del delito de Robo Calificado (art. 165 del C.P.) en perjuicio de Abraham Carrizo (Conf. fs. 230/231 vta.).-------------------------

 

Contra el citado pronunciamiento, la defensa técnica de González interpuso recurso de alzada (fs.258/260), recurso éste que se hizo lugar parcialmente, mediante resolución de fecha 04/06/19, confirmando la sentencia de condena en cuanto al encuadre típico-legal, considerando al Sr. Gerardo Alexis Gonzalez como autor material y penalmente responsable del delito de robo calificado (art. 165 C.P.) y haciendo lugar a la reducción de la pena solicitada por la defensa, imponiendo al encartado la pena de 18 años de prisión, decisión ésta, que dio lugar a la interposición del recurso de casación sujeto a tratamiento.-------------------------------------



     IV) Fundamentos del Recurso: Entiende procedente el remedio impetrado a tenor de los arts. 483 y s.s. del C.P.P., en tanto considera que la resolución que impugna resulta violatoria no solo del principio de proporcionalidad y del derecho sustantivo aplicado, sino también del debido proceso e inviolabilidad de la defensa en juicio.-----------------------------------------------

 

Puntualmente considera que en el presente caso no se acredita  la intención de desapoderamiento de González, menos aún de muerte.  Expresa que la parcialidad en la valoración de la prueba en ella mantiene incólume el principio de inocencia (sic). ------

 

Manifiesta que, si bien González y Rodríguez eran amigos, ignoraba el negocio (trueque de armas) entre el occiso y este último, que se habría realizado un año antes, según algunos testigos; y según otros, tres meses antes. Esgrime que González sólo fue a acompañar a Rodríguez ante su pedido. Que al llegar, la víctima se despierta, le apunta con el arma a Rodríguez y su representado al escuchar la discusión entre ambos, toma el hacha y golpea a Carrizo con el mango. ---------------

 

Sostiene que González defendió a Rodríguez y en esa circunstancia se produce la muerte de Carrizo. ------

 

Resalta que no se acreditó la propiedad de los bienes que habrían sido robados, tampoco se tuvo en consideración el informe psicológico de su asistido, habiendo solicitado se califique el hecho como legítima defensa por un tercero y subsidiariamente la disminución de la pena atento a las atenuantes no valoradas por el Tribunal, por lo que considera que la decisión adoptada es arbitraria.  En esa línea argumental entiende que en el caso planteado no se han comprobado los extremos del hecho endilgado, que  a su criterio, es  lo que ha dado lugar a una pena sumamente elevada sin que tampoco se haya valorado circunstancias atenuantes en su imposición.----------------------------------------------

 

Concluye su exposición, solicitando se case la resolución atacada, ordenándose la revocación de la sentencia y la aplicación de una pena basada en la proporcionalidad y en principios de culpabilidad.--------

V) Examen de concesión: A fs. 320/321 consta resolución del tribunal a quo concediendo el recurso interpuesto. En este sentido el tribunal de alzada, entendió que la resolución por ellos dictada, es susceptible de ser impugnada, dado que encuadra en los art. 483 y s.s. del C.P.P.-------------------------------



VI) Dictamen Fiscal: A fs. 421/425 vta. el Sr. Fiscal General produce dictamen.--------------------------



En dicho dictamen, luego de efectuar una reseña sobre los antecedentes del caso, el Sr. Fiscal General, procede a analizar los fundamentos esgrimidos por el recurrente.-----------------------------------------------

 

De dicho análisis, concluye que la vía recursiva impetrada debe declararse inadmisible, atento a que el libelo casatorio no abastece los extremos argumentales mínimos requeridos por el art. 486 del C.P.P.-------------

 

Expresa que la casacionista no especifica cual sería efectivamente la norma legal violada o erróneamente aplicada, ni mucho menos cual debería ser la correcta interpretación de la misma.-------------------------------

 

Por tal motivo considera que esta falencia argumentativa alcanza la envergadura suficiente como para calificarla de no apta para sortear el juicio de admisibilidad de la casación impetrada.-------------------

 

A más de ello, observa que el carril impugnativo utilizado por la defensa del condenado González, gira en torno a la reiteración de planteos ya realizados en instancias anteriores (fs. 258/260- 292/294) y tratados acabadamente en la Alzada, por lo que considera, devienen ineficaces para modificar el criterio que informa la sentencia recurrida, al no aportar elementos nuevos de convicción que rebatan las sólidas consideraciones efectuadas por el tribunal de anterior instancia.---------

 

Por último, respecto al planteo referido a la aplicación de la figura de legítima defensa, entiende improcedente el mismo, por no habérselo introducido oportunamente en la etapa de revisión amplia de la sentencia, motivo por el cual, considera no merece ser tratada en esta instancia extraordinaria.-----------------

 

Concluye su informe, propiciando la declaración de inadmisibilidad del recurso impetrado.-----------------

             VII) Recaudos formales de Admisibilidad: Conforme lo dispone el primer párrafo del art. 491 del CPP, es tarea de este Superior Tribunal -juez del recurso de casación-, proceder a un nuevo control de admisibilidad (cfr. art. 491 del CPP), diseñando así la Ley Nº 6941 un sistema recursivo con un doble control de admisibilidad: el primero atribuido al Tribunal que emite la resolución en crisis y, el segundo reservado a éste Superior Tribunal, como Tribunal ad quem, como juez del recurso.--- 

 

Dicho esto, corresponde distinguir las condiciones de admisibilidad, de las de procedencia del proceso impugnativo, pues si bien la falta de cualquiera de ellas produce el fracaso de la impugnación extraordinaria, se trata de cuestiones que son esencialmente diversas, cuya decisión corresponde a dos órganos jurisdiccionales distintos.-----------------------

 

De tal modo, mientras la admisibilidad se vincula con los extremos meramente formales previstos por la ley adjetiva, y corresponde sucesivamente al tribunal a quo y al tribunal ad quem; el análisis de la procedencia que involucra el juicio sobre el acierto de la pretensión recursiva, resulta de competencia privativa del tribunal del recurso.----------------------------------------------

 

VII. a. Formulada dicha referencia, se constata que el recurso fue interpuesto en tiempo (art. 486, primer párr., CPP) y por parte legitimada.-----------------------



La sentencia recurrida, se encuentra entre aquellas que expresamente el código procesal penal habilita de impugnabilidad por vía de casación (art. 485, último párrafo), toda vez que el decisorio objetado es una sentencia de condena.-------------------------------------


      Superada la cuestión sobre la impugnabilidad objetiva de la sentencia recurrida, corresponde  verificar si el recurso cumple además con las exigencias de fundamentación contenidas en los arts. 483 y 486 segundo párrafo del C.P.P. ---------------------------------------

 

En ese sentido, del análisis del libelo recursivo, se advierten dos cuestiones: 

 

La primera de ellas, se vincula con la falta de claridad argumental en cuanto a los fundamentos por los cuales considera que el tribunal a quo incurrió en inobservancia o errónea aplicación de un precepto o doctrina legal. ------------------------------------------

 

Así, en sus agravios la defensa argumentó violación del principio de proporcionalidad, del derecho sustantivo aplicado, del debido proceso e inviolabilidad de la defensa en juicio, esgrimiendo como sustento a su planteo citas doctrinarias y jurisprudenciales sin oponer una crítica concreta y razonada a los fundamentos del fallo atacado. -------------------------------------------

 

En este sentido este Tribunal viene señalando, que resulta esencial el cumplimiento por parte del recurrente de una cabal demostración de la violación de la ley o la aplicación falsa o errónea que denuncia del fallo impugnado, de manera de suministrar con ello, fundamentos que estén referidos directa y concretamente a los conceptos que estructuran la construcción jurídica en que se asienta la sentencia, especialmente teniendo en cuenta que estamos frente a una vía extraordinaria y por ende limitada y restringida como es la casación. (“Expte. Nº 17.659 - Año 2011 - Autos: “Nieto Norma Nelly s.d. Abuso Autoridad e.p. Bravo Silvina Gabriela - Casación Criminal”, Resol. Serie “B” N° 16, 25/02/14, entre otros).---------------------------------------------------

 

Efectuada esta referencia, y en el contexto descripto, puede  decirse que los fundamentos del recurso, así como fueron esbozados por el recurrente, resultan insuficientes para lograr la habilitación de la revisión casatoria por parte de éste Alto Cuerpo.------------------

 

En la segunda cuestión, se advierte que la casacionista sustenta su impugnación en cuestiones de hecho y apreciación de la prueba.-------------------------

 

En este punto de análisis resulta necesario mencionar que el recurso extraordinario de casación  es un medio impugnatorio limitado, que tiene por exclusivo o predominante objetivo, el control de la ley sustantiva o adjetiva aplicada por los Tribunales de mérito. Así el recurso de casación  excluye, aquellas cuestiones fácticas y probatorias controvertidas y resueltas en instancias ordinarias, que ya no pueden ser objeto de revisión por este Superior Tribunal, al haberse agotado su tratamiento ante el Tribunal de Alzada que actúa como órgano revisor de las decisiones de los Tribunales de Juicio Oral, asegurando de esta forma, y como se viene desarrollando, la garantía del doble conforme.---------------------------

 

En el contexto descripto, en orden a una interpretación sistémica del ordenamiento procesal en materia de recurso de casación, el de alzada se conforma como un recurso que agota la revisión de las circunstancias fácticas y probatorias que, como en el caso a estudio, dieron lugar a la condena. De allí que la de casación no se conformará como una tercera instancia, que posibilite la reedición de aquellas cuestiones de hecho y prueba ya debatidas y resueltas en juicio oral, y controladas por la instancia de revisión amplia.----------

 

Ahora bien, del cotejo del planteo casatorio, se observa que el recurrente, luego de dar una versión propia de los hechos, expresa “no se acreditó la propiedad de los bienes que habrían sido robados, tampoco se tuvo en consideración el informe psicológico de mi asistido, habiendo solicitado se califique el hecho como legítima defensa por un tercero y subsidiariamente la disminución de la pena atento a las atenuantes no valoradas por el tribunal”. Manifiesta además que “en el caso planteado no se han comprobado los extremos del hecho endilgado que es lo que ha dado lugar a una pena sumamente elevada como así tampoco se han valorado circunstancias atenuantes en su imposición (conf. fs. 309).-------------------------------

 

De lo expuesto se advierte una reiteración de argumentaciones vinculadas a los hechos, la prueba y su interpretación, desarrolladas en el escrito y audiencia del recurso de alzada(conf. fs 258/260 y fs. 292/294).---- 

 

Estos argumentos sólo demuestran una mera disconformidad con lo resuelto en el decisorio impugnado y no una oposición crítica, concreta y razonada a los fundamentos del fallo atacado. ---------------------------

 

Bajo estas condiciones, se entiende, al igual que en la primera cuestión, que corresponde declarar inadmisible el recurso de casación impetrado por la defensa del encartado Gerardo Alexis Gonzalez. ----------- 



VIII) Sin perjuicio de ello, y tal como lo anticipara en el considerando I de la presente, entiendo que si bien los planteos recursivos de la defensora oficial no superan la instancia de admisibilidad de la casación por las razones expuestas en el punto VII de los considerando de la presente, ello no implica que la defensa haya sido técnicamente negligente o deficitaria en el sentido de ausencia de trabajo argumentativo en orden a la defensa del imputado.----------------------------------



Se trata en cambio de que los agravios que motivan el recurso de casación, no resultan suficientes a la luz de su naturaleza extraordinaria que en orden a los supuestos habilitantes establece la normativa procesal, tales como violación de la ley, errónea interpretación o aplicación del derecho así como de evidente arbitrariedad, en especial cuando los  fundamentos que motivan el recurso bajo análisis, ya habían sido planteados y habían tenido respuesta en el recurso de alzada, instancia de revisión amplia, con la cual el derecho del imputado a acceder a un recurso amplio, se había hecho efectivo.------------------

 

Respecto al derecho del imputado a contar con un defensor, la CSJN en el caso Iñigo consideró que el derecho de la persona sometida a proceso penal a ser asistido por un defensor técnico encuentra sustento normativo expreso, y de nivel constitucional, en las previsiones de los arts. 8.2.e de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14.3.d del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.-----------------------------

 

En otro pasaje del fallo al argumentar sobre la sustancia del derecho de defensa, aseveró que la tutela judicial efectiva en este tipo de procesos implica que “No basta para cumplir con las exigencias básicas del debido proceso que el acusado haya tenido patrocinio letrado de manera formal, sino que es menester además que aquel haya recibido una efectiva y sustancial asistencia de parte de su defensor...”. “En una materia tan delicada como es la que concierne a la defensa en sede penal los juzgadores están legalmente obligados a proveer lo necesario para que no se produzcan situaciones de indefensión”. Destacó así no sólo el deber de los defensores sino la obligación de garantía en cabeza de los jueces.-------------------------

 

Es preciso resaltar que nuestra Corte ha mantenido y profundizado esa línea de pensamiento en numerosos fallos. ----------------------------------------

 

De este modo, puede decirse que el leading case en la materia, fue la sentencia dictada por el Alto Tribunal en la causa  Nuñez, donde se dejó sentado que “en materia criminal, en la que se encuentra en juego los derechos esenciales de la libertad y el honor, deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente el ejercicio del derecho de defensa. La tutela de dicha garantía ha sido preocupación del Tribunal desde sus orígenes, en lo que se señaló que el ejercicio de la defensa debe ser cierto, de modo tal que quien sufre un proceso penal ha de ser provisto de un adecuado asesoramiento legal, al extremo de suplir su negligencia en la provisión de defensor asegurando, de ese modo, la realidad sustancial de la defensa en juicio. “Núñez, Ricardo Alberto” (Fallos, 327:5095). Esta línea de pensamiento se tradujo también en los fallos “Reinoso, José Luis” (Fallos, 330:487); “Montenegro, Raúl Alberto” (Fallos, 330:4471); “Ruiz, Ramón Armando” (Fallos, 333:1469).------------------------------------------------

 

Por otro lado, en el ámbito del sistema interamericano, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que “el debido proceso se encuentra...íntimamente ligado con la noción de justicia, que se refleja en: i) un acceso a la justicia no sólo formal...ii) el desarrollo de un juicio justo, y iii) la resolución de las controversias de forma tal que la decisión adoptada se acerque al mayor nivel de corrección del derecho, es decir que se asegure, en la mayor medida posible, su solución justa”13. La defensa debe ser material y efectiva, y no sólo formal, ya que esa es la única forma de obtener el mayor nivel posible de corrección del derecho y, como consecuencia, una decisión justa (CIDH. Caso “Ruano Torres y otros Vs. El Salvador”).-----------------------------------------------

 

La CIDH ha fijado el estándar que rige el control de la efectividad de la defensa y ha dejado en claro que se trata de una responsabilidad a cargo de las autoridades jurisdiccionales, quienes, ante un supuesto caso de asistencia técnica deficiente, deben evaluar “si la acción u omisión del defensor público constituyó una negligencia inexcusable o una falla manifiesta en el ejercicio de la defensa que tuvo o puede tener un efecto decisivo en contra de los intereses del imputado” (párr. 164).-----------------------------------------------------

 

Por otro lado, precisó también que una discrepancia no sustancial con la estrategia de defensa o con el resultado de un proceso no será suficiente para generar implicaciones en cuanto al derecho a la defensa.--

 

En “Cabrera García y Montiel Flores vs. México” se había resaltado expresamente que la defensa suministrada por el Estado debe ser efectiva. Para ello, una de las garantías clave, dijo la Corte, es la de contar con el tiempo y los medios adecuados para prepararla.-----

 

En esa ocasión se aclaró que nombrar a un defensor de oficio con el solo objeto de cumplir con la formalidad, sería lo mismo que no contar con defensa técnica, de manera que era insoslayable que ese defensor actuara de manera diligente con el fin de proteger las garantías del acusado y evitar que sus derechos sean lesionados.  ---------------------------------------------

 

VIII. a) En el presente caso, advierto que a fs. 01 en la Audiencia de Conversión de Aprehensión en detención (26/02/2016), el imputado Gerardo Alexis González fue asistido por la Defensora Oficial Andrea Blinder, en dicha oportunidad su defensa no se opuso al pedido de detención, pero cuestionó la calificativa impuesta y solicitó el cambio de calificativa; a fs. 02 en la audiencia de prórroga de la detención (09/03/2016), la defensa pública de González no se opone al pedido de prórroga de la detención; a fs. 03 en la audiencia sobre prisión preventiva (23/03/2016), el imputado González es representado por el Dr. Enrique Carlos Crespín (defensor particular), en esa oportunidad la defensa técnica no se opuso al dictado de la prisión preventiva, pero si al plazo de 6 meses peticionado el MPF, considerando que 3 meses sería lo mas apropiado para las diligencias faltantes, obteniendo este último plazo; a fs. 05 en la audiencia de prórroga de la prisión preventiva (21/06/16), en esa oportunidad la defensa no se opone al pedido de prórroga de la prisión preventiva solicitada por el MPF;  a fs. 39/40 en la audiencia de control de acusación (10/05/17), la defensa se opone a la elevación a juicio y solicita se califique el hecho por el art. 81 inc. b o en su defecto art. 79 homicidio simple en relación a Alexis Gonzalez; a fs 46/51 obra resolución de fecha 15/05/17 sobre requerimiento acusatorio, en la misma se rechaza el pedido de cambio de calificativa, se hace lugar al requerimiento acusatorio y se ordena la elevación a juicio; a fs. 58/60 en la audiencia de control de pruebas (03/08/17), la defensa se adhiere a la documental obrante en el legajo y solicita como prueba informe sobre la conducta de los imputados en la entidad donde se encontraban alojados; a fs. 61/63 obra Resolución de fecha 03/08/17, donde se declara la pertinencia y legalidad de la prueba ofrecida; a fs. 123 obra audiencia de juicio oral, donde la defensa en su alegato de apertura manifiesta que probará la inocencia de su defendido y que González actuó con ánimo de defensa por un forcejeo que existió; a fs 231/231 vta. obra Sentencia del Tribunal Oral donde por mayoría de votos se condena al imputado González a la pena de 20 años de prisión por resultar autor material y penalmente responsable del delito de robo calificado (art. 165 C.P.) en perjuicio de Abraham Carrizo; a fs. 258 la defensa técnica interpone recurso de alzada, argumentando que el tribunal sentenciante incurrió en una errónea valoración de la ley sustantiva y una valoración parcial de la prueba, insistiendo en la falta de intención homicida por parte de Gonzalez; a fs. 278/278 en la audiencia de alzada ante la inasistencia injustificada del defensor particular del Sr. Gonzalez, se resuelve aplicar el art. 2 de la acordada 01/14, procediendo al apartamiento del letrado por abandono de la defensa (art. 113 C.P.P.); a fs. 285 se designa a la Dra. Andrea Blinder como defensora oficial del imputado Gerardo Alexis González; a fs. 292/294 en la audiencia del recurso de alzada (18/03/19), la defensa técnica invoca como agravio la falta de valoración de la prueba o su valoración incompleta de ésta, describe su versión de los hechos, manifiesta que nunca hubo intención de apropiarse de la escopeta y que lo agravia la ponderación o estimación de la pena por cuanto a su criterio no se valoraron atenuantes como falta de antecedente, impresión que causó su defendido al tribunal, su falta de instrucción y su leve retraso mental, falta de contención familiar, etc. Además solicitó se considere la legítima defensa por un tercero o subsidiariamente, si se mantiene la calificativa, se imponga una nueva pena; a fs. 296/301 vta. obra resolución de Tribunal de Alzada, donde se hace lugar parcialmente al recurso deducido por la defensa, confirmando la condena en cuanto al encuadre típico legal, reduciendo la condena de 20 años de prisión impuesta por el Tribunal Oral a 18 años de prisión; a fs. 307/309 vta. la defensa técnica interpone recurso de Casación contra la sentencia de Alzada.--------------------------------------

 

De lo señalado, se puede advertir que a lo largo del proceso, el condenado González, dispuso de una defensa técnica siempre presente, que hizo todos los cuestionamientos que estimaba pertinentes, conforme lo requería su estrategia defensiva. Ello, sin perjuicio de los resultados que se hubiere obtenido. ------------------



Lo esencial a fin de evaluar si ha existido solo un ejercicio formal de la defensa o incluso si se está frente a un abandono de la misma, o inactividad injustificada del letrado, es verificar, si por ejemplo, se ha dejado vencer plazos, o no se han interpuesto las impugnaciones pertinentes y necesarias, o si incluso en el recurso de casación, no se hubiera fundamentado el mismo, en el sentido de crítica motivada de la sentencia impugnada.------------------------------------------------



No basta que la defensa sea necesaria y   obligatoria para que la garantía constitucional cumpla su finalidad en el proceso penal; la defensa tiene que ser efectiva, lo que significa desarrollar una oposición, o respuesta, o antítesis, o contradicción; a la acción penal o a la pretensión punitiva. La defensa técnica es una   “exigencia necesaria en el proceso penal”; consiste en   la actividad que realiza el abogado para asesorar técnicamente al imputado sobre sus derechos y deberes;   controlar la legalidad del procedimiento; el control crítico de la producción de las pruebas de cargo y de descargo; la exposición crítica de los fundamentos y pruebas de cargo desde el doble enfoque de hecho y de derecho; o recurrir las resoluciones judiciales.”  (Jauchen, Eduardo M. Derechos del Imputado. Rubinzal-Culzoni Editores, Buenos Aires, Argentina, 2005).---------



Uno de los contenidos de la defensa eficaz es la contradicción fundamentada de los hechos, pruebas y argumentos de cargo. Como ha señalado el Supremo Tribunal de Justicia de los Estados Unidos, existen dos componentes a ser analizados para determinar si ha existido una defensa efectiva: el comportamiento deficiente del abogado y el perjuicio ocasionado por la conducta del abogado». La regla de la defensa eficaz del abogado es un estándar objetivo de carácter razonable. De tal forma que, a fin de establecer si el resultado perjudicial es error del abogado, debe demostrarse que el resultado hubiera sido diferente de haber sido otra la conducta del abogado. ( Mercedes Herrera Guerrero -La defensa eficaz como presupuesto de validez del proceso penal (2017), https://lpderecho.pe/la-defensa-eficaz-presupuesto-validez-del-proceso-penal/).------------------------------



En definitiva, la garantía de la defensa procesal exige que los actos de la defensa técnica necesariamente se efectúen como crítica oposición a la pretensión punitiva. La defensa que no se realice bajo este parámetro debe considerarse nula, ya que el imputado, en estricto, no habría contado con un abogado que permita el ejercicio de su derecho de defensa.(autora y ob cit)---

 

En el caso a estudio, y por las razones expuestas a lo largo de la presente, no encuentro que la actuación de la defensa en lo que hace al recurso de casación, se haya apartado de los parámetros y estándares señalados.------------------------------------------------



Al respecto es dable destacar que la situación de autos difiere claramente con las situaciones descriptas en los antecedentes “Núñez, Ricardo Alberto” (Fallos, 327:5095), “Reinoso, José Luis” (Fallos, 330:487); “Montenegro, Raúl Alberto” (Fallos, 330:4471); “Ruiz, Ramón Armando” (Fallos, 333:1469), donde la CSJN para declarar la nulidad de todo lo actuado a partir del recurso de casación in pauperis, remarcó no solo la falta de fundamentación por la transcripción íntegra de la pretensión del imputado (in pauperis), sino también cuestiones previas que importaban falencias defensivas graves que vulneraban el derecho de defensa del imputado, mencionando entre ellas, demora desde la detención hasta la asistencia técnica letrada, no recurrir el dictado de una prisión preventiva, sucesivos cambios de defensas oficiales, falta de control de pruebas, informes médicos, control de la prueba testimonial, etc.--------------------

 

Ahora bien, como ya lo dijera, dichas situaciones no se asimilan a la presente causa por cuanto si bien los fundamentos recursivos no resultan suficientes para habilitar la vía extraordinaria por tratarse de cuestionamientos sobre aspectos fácticos de la sentencia de la Alzada, ello no puede ser enmarcado sino mas dentro de los supuestos que podrían dar lugar a la declaración de nulidad, debiendo además no perderse de vista la actuación de la defensa a lo largo del proceso, la situación del imputado, y la oportuna revisión amplia de la sentencia de condena a la que tuvo acceso, habiendo incluso obtenido en un principio el cambio de la calificativa legal y posteriormente una reducción de la pena.------------------

          Entiendo que estas circunstancias deben ser analizadas en contexto, para no correr el riesgo además, de dejar sin vigencia las normas procesales que regulan el acceso a recursos extraordinarios como lo es la casación y crear pretorianamente un supuesto de nulidad en la instancia de admisibilidad, en casos en que no se advierte claramente que el imputado haya tenido una defensa ineficaz en el sentido descripto a lo largo de la presente y que con ello se haya violado su derecho de defensa, siendo que también  había obtenido ya el “doble conforme”.------------------------------------------------

 

En consecuencia y sin perjuicio de lo señalado respecto de  los argumentos que sostienen el recurso de casación, considero que el derecho de defensa del encartado González de ninguna manera se ha visto vulnerado por la labor desarrollada por su defensa, en los términos señalados por la Corte nacional, correspondiendo en cambio, declarar inadmisible el mismo. -------------------

 

Conclusión: Por lo expuesto en el apartado VII a y las conclusiones arribadas en el apartado VIII a, el recurso de casación ha sido indebidamente concedido por ante este Alto Cuerpo, en razón de ser formalmente inadmisible, correspondiendo que así se declare.----------  

Por todo lo expuesto, y oído que fuere el Sr. Fiscal General Ministerio Público, Voto por: Declarar formalmente inadmisible el recurso extraordinario de casación deducido por la defensa técnica del condenado Gerardo Alexis Gonzalez, contra la sentencia del Tribunal de Alzada en lo Penal de fecha 04/06/2019 obrante a fs. 296/301 vta.----------------------------------------------

A estas mismas cuestiones, la Dra. Ana Rosa Rodríguez, dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por el Vocal preopinante, el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, emitiendo su voto en idéntico sentido.

A estas mismas cuestiones, el Dr. Juan Carlos Storniolo, dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por el Vocal preopinante, el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, emitiendo su voto en idéntico sentido.

A las mismas cuestiones, la Dra. María Eugenia Carabajal, dijo: Que se adhiere en un todo a lo sustentado por el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray votando en igual forma. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Eduardo José Ramón Llugdar – Eduardo Federico Lopez Alzogaray - Ana Rosa Rodriguez – Juan Carlos Storniolo – María Eugenia Carabajal - Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
Santiago del Estero, doce de mayo año dos mil veintiuno.

En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: Declarar formalmente inadmisible el recurso extraordinario de casación deducido por la defensa técnica del condenado Gerardo Alexis Gonzalez, contra la sentencia del Tribunal de Alzada en lo Penal de fecha 04/06/2019 obrante a fs. 296/301 vta. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Eduardo José Ramón Llugdar – Eduardo Federico Lopez Alzogaray - Ana Rosa Rodriguez – Juan Carlos Storniolo – María Eugenia Carabajal - Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
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